CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Circunstancia vulneradora fue superada

“(…) El Jefe del Grupo de Información y Consulta del Área de Archivo General del Ministerio de Defensa Nacional, mediante oficio del 9 de febrero pasado, envió al actor, por correo electrónico, copia de una certificación expedida por el Decano de la Facultad de Administrador Policial, en la que se expresa que el citado señor cumplió los requisitos académicos para optar el título de Administrador Policía, encontrándose en trámite de Diploma y Acta de Grado.

En esas condiciones, puede afirmarse que cesó la circunstancia que tenía en vilo los derechos del actor.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-117A de 2014.
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Decide la Sala en primera instancia sobre la acción de tutela instaurada por el señor Fabián Enrique Castillo Sánchez contra la Dirección General de la Policía Nacional y la Jefe de Área de Archivo General de la Policía Nacional, a la que fue vinculado el Jefe del Grupo de Administración de Historias Laborales de la Policía Nacional.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor que el 13 de octubre de 2015 radicó ante la Dirección General de la Policía Nacional un derecho de petición, el que fue recibido con el radicado 127.071 y remitido el 27 del mismo mes al Archivo General de la Policía Nacional, sin que hasta el 25 de enero de 2016 haya recibido respuesta alguna.
2.- Considera lesionado su derecho de petición. Para su protección, solicita se ordene a los demandados brindar respuesta de fondo a su solicitud.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto de 8 de febrero de este año se admitió la acción; se ordenó vincular a la Jefe del Grupo de Administración de Historias Laborales de la Policía Nacional; se mandó requerir a los demandados y a la vinculada para que informaran si habían dado respuesta a la solicitud a que se refieren los hechos de la demanda y en caso afirmativo se sirvieran remitir la copia, con constancia de su envío o de su notificación.
2.- En el curso del proceso se pronunció el Secretario General de la Policía Nacional para manifestar, en síntesis, que ya se dio respuesta a la solicitud elevada por el accionante. Explicó que el Área de Archivo General revisó el Gestor de Contenidos Policiales GECOP, sin que aparezca el derecho de petición referido, el que fue recibido por el Grupo de Administración de Historias Laborales; se descargó la petición con el fin de dar cumplimiento a la orden de este Tribunal; se dio respuesta al demandante mediante oficio del 9 de febrero de este año, remitido a su correo electrónico y se obtuvo constancia de haber sido recibido. Solicita se proceda a cesar toda actuación negativa contra el Área de Archivo General porque ha respetado los mandatos constitucionales y superó la vulneración o amenaza
.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2.- Sería entonces del caso analizar si por acción u omisión la entidad demandada lesionó los derechos cuyo amparo solicita el actor, de no ser porque en el curso de esta instancia se pudo constatar que el hecho que motivó la tutela se encuentra superado y su aspiración principal satisfecha.

En efecto, están probados en el proceso los siguientes hechos:

a.- Mediante oficio dirigido por el demandante al Director General de la Policía, de fecha 13 de octubre de 2015, solicitó se le entregara copia de la constancia del ECSAN, en la que conste que se encontraba en trámite su titulación como administrador policial, la que reposa en su hoja de vida, y de no ser posible, se le aclaren las razones de ello
.

b.- Ese escrito fue remitido por la Jefe del Grupo Administrador de Historias Laborales del Ministerio de Defensa Nacional a la Jefe de Archivo General de la misma entidad, mediante oficio del 27 de octubre siguiente, hecho del que se le informó al peticionario por oficio del mismo día
.
c.- El Jefe del Grupo de Información y Consulta del Área de Archivo General del Ministerio de Defensa Nacional, mediante oficio del 9 de febrero pasado, envió al actor, por correo electrónico, copia de una certificación expedida por el Decano de la Facultad de Administrador Policial, en la que se expresa que el citado señor cumplió los requisitos académicos para optar el título de Administrador Policía, encontrándose en trámite de Diploma y Acta de Grado
.
En esas condiciones, puede afirmarse que cesó la circunstancia que tenía en vilo los derechos del actor.

Se justifica entonces dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: "Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
3.- En esas condiciones, se declarará la carencia actual de objeto por hecho superado.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, en la acción de tutela promovida por el señor Fabián Enrique Castillo Sánchez contra la Dirección General de la Policía Nacional y la Jefe de Área de Archivo General de la Policía Nacional, a la que fue vinculado el Jefe del Grupo de Administración de Historias Laborales de la Policía Nacional.

SEGUNDO.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
TERCERO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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